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En consecuencia de ello, se estaba barajando como opción la de reformar la actual sede judicial, realizando 
las obras necesarias para cumplir los requerimientos legales exigidos o insistir en el arrendamiento de un 
local que supliera provisionalmente la necesidad de una sede judicial digna, estando realizándose en esos 
momentos los oportunos estudios para adoptar una decisión sobre la opción más conveniente.

Casi de manera simultánea decidimos, por un lado, incoar expediente de oficio al respecto -queja 14/2306- 
tras conocer a través de los medios de comunicación la inaccesibilidad y mal estado en que se encontraba 
el Juzgado de Paz de Tarifa, y recibimos la queja 14/2327 de quienes allí trabajan, planteándonos idéntica 
cuestión: la inaccesibilidad a personas con discapacidad ambulatoria del edificio donde se encuentra ubicado 
el Juzgado de Paz de Tarifa, que no es otro que el propio Ayuntamiento, estando las oficinas destinadas 
al Juzgado en una planta sin ascensor y a pie de una empinada escalera.

Al efecto, nos dirigimos al mismo tiempo tanto al Alcalde del Ayuntamiento tarifeño como a la Consejería 
de Justicia, para que en colaboración y al respecto de sus correspondientes competencias se pusieran 
de acuerdo en resolver la situación, contestándonos primero el Ayuntamiento para decirnos que la única 
solución sería el cambio de ubicación de la sede del Juzgado, para lo que carecían en estos momentos 
de medios económicos, rechazando, además, que tuviera otra competencia que la de proveer de medios 
materiales y personales, entendiendo que la realización de obras en el edificio no eran medios materiales.

La contestación de la Consejería de Justicia e Interior nos ofrecía, sin embargo, una visión completamente 
diferente: son los Ayuntamientos los que han de proveer de medios materiales y personales a los Juzgados 
de Paz, en los primeros entran la consideración de arreglo de edificio judicial, contrariamente a lo que 
piensa el Ayuntamiento tarifeño, que sólo entiende por medios materiales la provisión de material de 
oficina, ya que pese a que en “la Comunidad Autónoma de Andalucía las facultades administrativas sobre los 
Juzgados de Paz se atribuían históricamente a la Consejería competente en materia de Justicia, la situación ha 
cambiado sustancialmente con la aprobación por el Parlamento Andaluz de la ley 5/2010, de 11 de junio, de 
Autonomía Local de Andalucía, que asigna la competencia sobre la materia a los Ayuntamientos, al disponer el art. 
9, que enumera las competencias propias de los municipios andaluces, en su apartado 27, que les corresponde 
la provisión de medios materiales y humanos para el ejercicio de las funciones de los Juzgados de Paz. Desde 
entonces, la Consejería competente en materia de Justicia no aprueba subvenciones a los Juzgados de Paz para 
medios personales o materiales, aunque actualmente sí les presta asistencia técnica mediante la dotación de líneas 
de comunicación para la conexión a distintos servicios telemáticos, como Inforeg (registro civil informatizado y 
centralizado del Ministerio de Justicia), correo electrónico, servicio web y la formación de la aplicación Inforeg”. 

Tras valorar ambas respuestas, esta Defensoría elevó al Ayuntamiento de Tarifa Recomendación para 
que se dispongan los medios necesarios para dotar al Juzgado de Paz de Tarifa de plena accesibilidad por 
parte de cualquier ciudadano, bien efectuando las oportunas reformas en el edificio donde actualmente 
se alberga, bien trasladándolo a un lugar donde el acceso no suponga limitación alguna.

En otras ocasiones, hemos procurado realizar un seguimiento del funcionamiento de nuevas sedes, 
finalmente inauguradas como en la queja 14/5571, relativa a la sede judicial de Cazalla de la Sierra (Sevilla).

01.VII.2.1.3
Abogacía y Asistencia Jurídica Gratuita

...

Afectante a todos los Colegios, incluso a todos los abogados andaluces, una vez más procedimos durante 
el presente ejercicio a incoar expediente de oficio sobre los retrasos en el abono de las cantidades 
correspondientes al turno de oficio -queja 14/4267-, asunto en relación con el que en el ejercicio anterior 
ya se tramitó, también de oficio, la  queja 13/6327.

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/content/el-ayuntamiento-de-tarifa-anuncia-el-proyecto-de-reforma-de-la-sede-del-juzgado-de-paz-para-
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/content/tarifa-necesita-una-sede-accesible-y-digna-para-el-juzgado
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/content/nos-interesamos-por-el-funcionamiento-efectivo-de-juzgado-de-primera-instancia-e-instrucci%C3%B3n
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/content/justicia-nos-anuncia-al-abono-de-los-servicios-que-prestan-los-colegios-de-abogados-de-justi
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Fue la aparición en los medios escritos de nuevas noticias relativas al descontento de los profesionales de la 
abogacía en relación con las retribuciones del turno de oficio y guardias de asistencia al detenido, hasta el 
punto de que el Colegio de Abogados de Málaga en concreto convocaba acciones de protesta para finales del 
mes de septiembre, lo que provocó que se acordara la apertura de este nuevo expediente, desprendiéndose 
del correspondiente informe, emitido por la Dirección General de Justicia Juvenil y Cooperación, que nos 
trasladaba la Viceconsejera de Justicia e Interior, a la que, como es costumbre, nos dirigimos, que “Desde el 
inicio de esta legislatura, en junio de 2012, el Excmo. Sr. Consejero de Justicia e Interior ha cumplido el compromiso 
adquirido con el Consejo Andaluz de Colegios de Abogados en relación con los pagos de Justicia Gratuita en sus 
tres conceptos: turno de Oficio, turno de Guardia y gastos de funcionamiento...La herramienta utilizada para ello 
ha sido el calendario de pago consensuado anualmente, previa Comisión Mixta de la Administración de la Junta 
de Andalucía y el Consejo Andaluz de Colegios de Abogados.. en Comisión Mixta entre la Administración de la 
Junta de Andalucía y el Consejo Andaluz de Colegios de Abogados, celebrada el pasado 13 de mayo de 2014, se 
informó a los asistentes y se acordó, el calendario de pagos para 2014 iniciándose en julio de 2014, con pagos 
en octubre y diciembre de 2014, que saldarían los pagos por los servicios prestados y certificados en el cuarto 
trimestre de 2013 y primer trimestre de 2014. El abono de los dos trimestres siguientes de 2014, pasaría a 2015, 
en los meses de enero, febrero y abril...En el mes de octubre, los pagos previstos conforme a calendario de pagos, 
se encuentran en ámbito de fiscalización, por los siguientes importes, y su abono se prevé a final de mes: 

8.350.333,67 € el Consejo Andaluz de Colegios de Abogados, 1.943.836,77 € el Colegio de Abogados de Málaga... En el 
mes de diciembre se procederá al abono del importe restante por los servicios prestados en el primer trimestre de 2014, 
todo ello ajustándose al calendario aprobado y comunicado en forma al Consejo Andaluz de Colegios de Abogados.

Como explicamos, uno de los temas que más se repiten en las quejas que llegan al Defensor es la denegación 
del derecho a litigar gratuitamente mediante abogado de oficio.

Resumidamente, la ley señalaba que podrían solicitar estas ayudas las personas con ingresos que no 
sobrepasen el doble del importe del salario mínimo interprofesional anual calculado sobre 14 pagas (doce 
mensualidades más las dos extras). Luego, el método de cálculo se sustituyó por el llamado IPREM (que 
significa “Indicador Público de Rentas de Efectos Múltiples”) y que se publica oficialmente cada año. Pues bien, 
hemos descubierto que cuando el IPREM se da en su importe mensual (532,51 euros), algunas entidades 
consideran que debe multiplicarse por catorce para fijar ese tope retributivo anual para reconocer o denegar 
la justicia gratuita. En otras fuentes de información, siempre oficiales, se toma sin más el IPREM expresado 
anualmente y entendido como la cuantía mensual y multiplicado por doce para fijar el cálculo anual.

Hablando de cifras se trata de saber si la solicitud de una persona se tiene que cotejar sobre unos ingresos 
anuales máximos de 6.930,13 euros (IPREM a doce mensualidades) o de 7.455,14 (IPREM a catorce 
mensualidades).

Para intentar poner un poco de luz en esta contradicción, abrimos de oficio la queja 14/5809 porque la 
información que se da desde instancias oficiales es, como mínimo, peculiar por no decir desconcertante. 
Unos Colegios de Abogados hablan de calcular el IPREM a doce mensualidades; otros lo calculan sobre la 
base de catorce mensualidades; y otros no han llegado más que al año 2003 para actualizar su información. 
La Consejería de Justicia e Interior ofrece un simulador de cálculo establecido sobre el criterio de doce 
mensualidades; pero todas estas instancias ofrecen un enlace común para ampliar la información a la 
página del Consejo General de la Abogacía, que opta por el criterio de calcular el IPREM sobre catorce 
mensualidades.

El tema adquiere una importancia señera ya que hablamos de los criterios que maneja cada colegio 
profesional cuando gestiona y tramita las solicitudes de acceso a la justicia gratuita. Nos preocupa que, 
según qué colegio y sus criterios, nos podemos hallar ante aplicaciones dispares a la hora de tramitar y 
acceder a este derecho, lo que a su vez condicionaría la labor de revisión de las respectivas Comisiones 
Provinciales de Asistencia Jurídica Gratuita.

Por ello nos hemos dirigido a la Consejería de Justicia e Interior y al Consejo Andaluz de la Abogacía 
para conocer sus criterios de aplicación de estos requisitos de cálculo del IPREM y también analizar la 

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/content/%C2%BFc%C3%B3mo-se-calcula-la-disponibilidad-econ%C3%B3mica-para-poder-acceder-al-beneficio-de-justicia-gra
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aplicación práctica que se está haciendo de estas solicitudes tramitadas y de sus resultados. Y, desde luego, 
intentamos procurar una imprescindible homogenización de la información que se ofrece a la ciudadanía 
de estas importantísimas ayudas para facilitar el acceso a la justicia de muchas personas necesitadas.

...

CAPÍTULO 01.IX MENORES

01.IX.2.1 
Menores en situación de riesgo. Especial referencia a la pobreza

...

Citamos también las actuaciones que durante 2014 realizamos en la queja 13/2338. Dicho expediente 
lo incoamos, de oficio, preocupados por los graves efectos de la crisis económica en los sectores más 
vulnerables de población, y de manera especial en la población menor de edad de nuestra comunidad 
autónoma. En dicho expediente formulamos una propuesta a la Consejería de Eduación y a la Federación 
Andaluza de Municipios y Provincias a fin de que aunaran esfuerzos que permitieran ampliar el servicio 
de comedor en periodo no lectivo para el alumnado en situación de especial vulnerabilidad, extendiendo 
con ello la labor compensatoria de este servicio complementario.

En congruencia con dicha iniciativa, vio la luz el Decreto-Ley 7/2013, de 30 de abril, de medidas extraordinarias 
y urgentes para la lucha contra la exclusión social. Una norma que contemplaba, por un lado, el Programa 
de Ayuda a la Contratación para garantizar una especial protección de las personas menores de edad frente 
a las situaciones de pobreza que afectan a sus familias; y por otro, el Plan Extraordinario de Solidaridad 
y Garantía Alimentaria de Andalucía, que incluía entre sus líneas de actuación la garantía alimentaria a 
colectivos especialmente vulnerables y personas con escasos recursos económicos, incluyendo el refuerzo 
de la alimentación infantil en los centros docentes de Andalucía.

Desde aquel momento, nuestra Institución centró su actuación en comprobar la puesta en práctica de la 
medida señalada, los menores que se vinieran beneficiado de la medida, y las actuaciones de coordinación 
emprendidas por las distintas Administraciones implicadas. 

A tales efectos recibimos información de la Consejería de Igualdad, Salud y Políticas Sociales respecto de 
las zonas necesitadas de transformación social de los distintos municipios andaluces, también una relación 
de las entidades gestoras de los Programas de Garantía Alimentaria, y el número de menores atendidos, 
procurando solventar aquellas incidencias puntuales que se hubieran producido en su ejecución.

A punto de concluir el ejercicio nos hacemos eco de ciertas crónicas periodísticas que relatan problemas 
burocráticos en la gestión del programa de gestión de alimentos que estarían dificultando su distribución 
a algunos centros docentes. De igual modo, recibimos algunas quejas presentadas por ciudadanos 
disconformes con la ejecución del aludido programa, tal como la queja 14/5826, por las cuales hemos 
vuelto a interesarnos ante la Administración gestora del programa solicitando información sobre tales 
incidentes.

...

http://defensordelmenordeandalucia.es/content/analizamos-apertura-de-comedores-escolares-en-verano

